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DESARROLLO DE LA ACUICULTURA EN ÁREAS PROTEGIDAS: 
UN ESTADO, DOS ALMAS 

Felipe Leiva S1 y Rubén Henríquez N2. 

Resumen
El presente Artículo analiza la situación generada por la localización de centros 
de cultivos acuícolas en áreas protegidas del Estado, especialmente en la Reserva 
Nacional Kaweskar. A juicio de los autores se aprecia una  falta de consistencia 
regulatoria en materia de protección ambiental, cuestión que ha impedido regular 
y armonizar los distintos usos -exclusivos o coexistentes- al interior de estas áreas, 
reflejado, y a modo de ejemplo, en la creación de áreas protegidas en las que existe 
desarrollo de actividades de acuicultura, sin embargo, se omite dotar dichas áreas 
de los respectivos planes de manejo que permita adecuar las condiciones de ope-
ración y funcionamiento de las distintas actividades desarrolladas al interior de 
ellas con la protección que se aspira al categorizarles como tal, o por otro lado, la 
uniformidad, hasta ahora, en la evaluación ambiental de proyectos de acuicultura, 
sea que se ubiquen dentro o fuera de áreas protegidas.  Se aboga por un adecuado 
diagnóstico y decisión que permita fijar las reglas y condiciones para un uso com-
patible con protección cierta y equilibrio ecológico, que resuelva las debilidades 
institucionales ante la debida, necesaria y adecuada protección de estos espacios 
y ecosistemas marinos, asegurando su preservación, conservación y restauración 
ecológica y, alcanzar, efectivamente, el equilibrio entre desarrollo económico y 
protección del medio ambiente. 

1	 Abogado, Pontificia Universidad Católica de Chile. LLM in energy and environmental law, Tulane Univer-
sity. Profesor de pregrado en la cátedra de Derecho Ambiental de la Universidad del Desarrollo. Profesor del 
Magíster en Derecho Ambiental y Recursos Naturales de la Universidad de Desarrollo. Socio de Andrade 
Leiva Abogados. Correo electrónico: fleiva@andradeleiva.cl. 

2	 Abogado, Magíster en Derecho Administrativo, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. Profesor de 
pregrado en la cátedra de Derecho Ambiental de la Universidad San Sebastián. Correo electrónico: ruben-
henriquezn@outlook.com.  
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1. Introducción

La expansión de la industria acuícola en Chile es el resultado de una serie de po-
líticas públicas y regulaciones impulsadas por el Estado, lo que la ha posicionado 
como la tercera actividad exportadora del país, solo detrás de la minería y la acti-
vidad forestal3. Como toda actividad basada en la explotación de recursos natura-
les su desarrollo no ha estado exento de dificultades y conflicto socioambientales 
producto de su despliegue a lo largo del país, especialmente en el territorio de las 
regiones del sur de Chile4. Al respecto, basta recordar la situación generada el año 
2008 por la presencia del virus ISA, o la mortandad masiva de peces producto de 
la marea roja en 2016 o reiterados incidentes relacionados con el escape de peces 
producto de la rotura de las redes de los centros de cultivo y engorda5. 

Como controversias recientes podemos identificar el aumento de la fiscaliza-
ción y los numerosos procedimientos de sanción incoados por la Superintenden-
cia del Medio Ambiente debido al incumplimiento de los límites de producción 
autorizados en las respectivas Resoluciones de calificación ambiental y, materia 
que motiva este artículo, la instalación y desarrollo de actividades acuícolas en 
áreas protegidas6. La relevancia del conflicto es tal que desencadenó apasiona-
das discusiones con motivo de la reciente dictación de la Ley 21.600, que crea el 
Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas (“Ley SBAP”)7. Sin embargo, como 
veremos en este artículo, la controversia viene incubándose desde hace por lo me-
nos una década, producto de una serie de decisiones administrativas y legislativas 
que han incidido sustancialmente en las decisiones de localización de la actividad 
acuícola y que, en algunos casos, han terminado por judicializar su instalación en 
áreas protegidas con resultados aun inciertos8.

3	 Aduana.cl, Exportaciones por productos año 2022, Unidad de Análisis Estadísticos.

4	 Ver: Informe Industria Salmonera en Chile y Derechos Humanos. Evaluación de Impacto Sectorial (2021). 
Disponible en: https://bibliotecadigital.indh.cl/items/37b32e37-d88d-4a72-a3b5-f9213c74c36f

5	 Corte Suprema, Rol Nº 34.594-2017, 22-05-2018, C° 8: “Que, así se aprecia que las instituciones involucra-
das omitieron desplegar alguna actividad que aminorara los efectos que esa condición climática, que era 
conocida con anticipación, podía producir sobre los cultivos acuícolas, como efectivamente sucedió, y en 
tan gran magnitud”. Nota de Prensa: Gob.cl, Comisión científica ratifica que vertimiento de salmones no 
provocó la marea roja, 25 de noviembre de 2016. Sernapesca.cl, Declaración por fallo de la Corte Suprema 
sobre vertimiento de mortalidad de salmones, de 24 de mayo de 2018. 

6	 3ta.cl, Tribunal Ambiental no autorizó revocación de la RCA del Centro de Salmones Cockburn 23 de nova 
austral, 20 de noviembre de 2023. Disponible en: https://3ta.cl/noticias/tribunal-ambiental-no-autorizo-
revocacion-de-la-rca-del-centro-de-salmones-cockburn-23-de-nova-austral/ 

7	 Df.cl, Rojas reitera que Ley SBAP no afectará actuales salmoneras, de 25 de mayo de 2023.

8	 Tercer Tribunal Ambiental, Rol N° 16-2021 (acumulada Rol N° 17-2021), 27 de diciembre de 2022; Rol N° 
24-2022 (acumulada Rol N° 27-2022), 19 de julio de 2023; Rol N° 25-2022 (acumulada Rol N° 26-2022), 05 
de junio de 2023; Rol N° 40-2022 (acumulada Rol N° 41-2022), 25 de abril de 2023. 
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Por otra parte, el año 2023 será recordado como aquél donde se saldó una 
de las mayores deudas del ordenamiento jurídico ambiental: la creación de la 
institucionalidad sobre áreas protegidas. Pese a que dicha institucionalidad fue 
constantemente postergada a través de las décadas, su ausencia no fue obstáculo 
para que el Estado, mediante la utilización de distintas normas legales, de igual 
forma estableciera áreas protegidas en más del 21% del país9. Sin embargo, este 
destacable esfuerzo careció de una regulación integradora y ha obedecido a los 
énfasis que en cada administración de gobierno se le ha querido dar. Esta carencia 
ha sido especialmente notoria, sino trágica, respecto de la regulación de las áreas 
protegidas en áreas donde se desarrolla la acuicultura, lo que ha conllevado a la 
controversia que se pretende abordar en este artículo.

De esta manera, el propósito de este artículo es describir y analizar la con-
troversia generada por el desarrollo de la actividad acuícola en áreas protegidas 
intentando explicar cómo las decisiones regulatorias han influido en ella y si la 
Ley SBAP contribuye a su solución. 

Para lo anterior, en primer lugar se realizará una breve reflexión sobre la 
regulación aplicable la actividad acuícola con incidencia en su localización y el 
medio ambiente10.  Posteriormente, se revisará las normas aplicables a la actividad 
acuícola en áreas protegidas a la luz de la jurisprudencia y la reciente Ley SBAP. 
Finalmente se reflexionará y entregarán nuestras conclusiones sobre la materia. 

Como palabras finales, esperamos que este artículo sea considerado un aporte 
a la discusión regulatoria sobre la necesaria y ansiada compatibilidad que debe 
existir entre la protección ambiental y el crecimiento económico bajo el prisma de 
los pilares del desarrollo sustentable.

2. Breve reflexión de las normas aplicables a las concesiones acuícolas 
y la regulación ambiental de sus actividades

Según la Ley General de Pesca y Acuicultura (LGPA) la concesión de acuicultura 
es el acto administrativo mediante el cual el Ministerio de Defensa Nacional otor-
ga a una persona, los derechos de uso y goce, por el plazo de 25 años renovables, 
sobre determinados bienes nacionales, para que ésta realice en ellos actividades 

9	 Conaf.cl, SNASPE, Proteger las áreas silvestres protegidas del Estado contra el fuego, es una priori-
dad para CONAF. Disponible en: https://www.conaf.cl/incendios-forestales/prevencion/proteccion-
snaspe/#:~:text=El%20Sistema%20se%20compone%20actualmente,del%20territorio%20continental%20

de%20Chile 

10	 Para efectos de este artículo, nos enfocaremos en las actividades que se desarrollan en concesiones de acui-
cultura, ubicadas en el territorio marítimo. 
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de acuicultura11. Asimismo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de la 
LGPA, la concesión de acuicultura se debe localizar, en alguna de las áreas fijadas 
mediante decreto del Ministerio de Defensa Nacional como apropiadas para el 
ejercicio de la acuicultura, por grupo o grupos de especies hidrobiológicas. La 
determinación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura (“AAA”) 
corresponde a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, con la debida consulta a 
los organismos encargados de usos alternativos de esos espacios, considerando 
especialmente, la existencia de recursos hidrobiológicos o de aptitudes para su 
producción y la protección del medio ambiente12. 

En este contexto, una vez otorgada la concesión dentro de alguna zona definida 
como AAA el titular de la concesión de acuicultura debe iniciar operación dentro 
del plazo de un año contado desde la entrega material y no debe paralizar opera-
ciones por más de 2 años consecutivos. Además, de conformidad con el artículo 
84 de la LGPA los titulares de concesiones de acuicultura pagarán anualmente una 
patente única de acuicultura. 

Como puede apreciarse, la definición del emplazamiento y localización de las 
concesiones de acuicultura no queda entregada a la voluntad del titular de una 
concesión, sino que estará determinada por la existencia previa de las zonas de-
finidas como áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura (AAA), es decir, 
espacios en aguas marítimas sobre bienes nacionales de uso público, fijados por 
uno o más decretos supremos del Ministerio de Defensa, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 67 de la LGPA para el desarrollo de actividades de acui-
cultura, de manera no excluyente con otros usos, actividades y usuarios, como 
concesiones marítimas, áreas de manejo que puedan otorgarse dentro de ellas. . 
Asimismo, otro elemento que incide en la localización de las actividades acuícolas 
está determinada por la caracterización preliminar del sitio (CPS) esto es, el infor-
me presentado por los solicitantes o titulares de centros de cultivo que contiene 
los antecedentes ambientales, topográficos y oceanográficos del área en que se 
pretende desarrollar o modificar un proyecto de acuicultura para someterse al 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, cuyos requisitos establecerá el re-
glamento según el grupo de especies hidrobiológicas y el sistema de producción13

Desde una perspectiva ambiental, dichas actividades deben someterse al 

11	 Artículo 2 número 12) del Decreto N° 430 del Ministerio de Economía del año 1992 que Fija el Texto Re-
fundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones.

12	 Artículo 67, inciso quinto, LGPA. 

13	 Artículo 2 letra e) Decreto N° 320 del Ministerio de Economía de 2001, que establece el Reglamento Am-
biental para la Acuicultura. 
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Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) conforme con lo dispuesto 
en el literal n) del artículo 10 de la Ley N°19.300, sobre bases generales del medio 
ambiente complementado por el artículo 3 del D.S. 40/12, del Ministerio del Me-
dio Ambiente, que establece el Reglamento del SEIA14. Sectorialmente la actividad 
acuícola es regulada por el Decreto Supremo N°320/2001, del Ministerio de Eco-
nomía, que establece el Reglamento Ambiental para la Acuicultura (“RAMA”); 
D.S. 64 de fecha 02 de octubre de 2020 del Ministerio de Economía, Fomento y 
Turismo que aprueba el reglamento que establece condiciones sobre tratamiento y 
disposición final de desechos provenientes de actividades de acuicultura. 

El RAMA contiene un instrumento de gestión ambiental fundamental para el 
desarrollo de la actividad acuícola. Nos referimos al informe de los antecedentes 
ambientales (INFA)15. Según el artículo 19 del RAMA, dos meses antes de iniciar-
se la cosecha, todo centro de cultivo deberá efectuar un INFA correspondiente al 
ciclo productivo respectivo, sobre variables como el oxígeno disuelto en la colum-
na de agua, temperatura y salinidad16. La INFA será elaborada por el Sernapesca, 
por cuenta y costo de los titulares de los centros de cultivo, de conformidad con el 
artículo 122 bis de la LGPA17. Para tales efectos, el Sernapesca podrá encomendar 
esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el regis-
tro a que se refiere el artículo 122 letra k) de la LGPA. Según el RAMA, no podrá 
ingresarse nuevos ejemplares a los centros de cultivo mientras no se cuente con 
los resultados de la INFA que acrediten o restablezcan las condiciones “aeróbicas”, 
es decir, haber dado cumplimiento a los indicadores previstos en el RAMA y la 
resolución N°3612/ 2009 y sus modificaciones respecto al desempeño ambiental 
de la concesión de acuicultura durante el respectivo ciclo productivo18. Además, 
la regulación ambiental exige para los centros acuícolas el cumplimiento de una 
serie de obligaciones aplicables a distintos aspectos operativos de la actividad tales 

14	 De acuerdo con el artículo 3 del RSEIA, la tipología de ingreso que corresponde a este tipo de proyectos es el 
literal n) de dicho artículo, “Proyectos de explotación intensiva, cultivo y plantas procesadoras de recursos 
hidrobiológicos”, en específico los de la letra n.3. que contemplen “una producción anual igual o superior a 
treinta y cinco toneladas (35 t) tratándose de equinodermos, crustáceos y moluscos no filtradores, peces y 
otras especies, a través de un sistema de producción intensivo”. 

15	 Art. 19 Decreto N° 320 del Ministerio de Economía de 2001, que establece el Reglamento Ambiental para la 
Acuicultura

16	 Art. 19 Decreto N° 320 del Ministerio de Economía de 2001, que establece el Reglamento Ambiental para la 
Acuicultura. 

17	 Art. 19 bis Decreto N° 320 del Ministerio de Economía de 2001, que establece el Reglamento Ambiental 
para la Acuicultura. 

18	 Resolución Ex. N° 3612 de 2009 de la Subsecretaría que fijó las metodologías para elaborar la caracteriza-
ción preliminar del sitio (CPS) y la información ambiental.
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como el manejo de residuos sólidos y líquidos, la mortandad de peces, y la im-
plementación de planes de acción frente a contingencias de variada naturaleza19. 

En este contexto, y sin temor a equivocarnos, la actividad acuícola puede ser 
considerada como una de las más reguladas en nuestra legislación ambiental.  
Ante esta esta realidad jurídica nos permitimos las siguientes reflexiones. 

Respecto a la evaluación ambiental de la actividad acuícola, a nuestro juicio, al 
ser la RCA un requisito más, inserto en el largo procedimiento de obtención de la 
concesión, genera la presión de tener que obtenerla tempranamente para así continuar 
con las gestiones que culminan con su otorgamiento. Esta presión ha significado, por 
ejemplo, que casi la totalidad de las evaluaciones ambientales se hagan mediante una 
Declaración de Impacto Ambiental (DIA) y no un Estudio de Impacto Ambiental 
(EIA). Pese a que legamente lo anterior responde a la aparente ausencia de los im-
pactos significativos del artículo 11 de la Ley 19.300, cuya concurrencia determina 
la presentación de un EIA, no deja de ser llamativo el hecho que incluso centros de 
cultivo localizados en reservas nacionales sean evaluados a través de DIA. Lo anterior 
puede indicar que el extenso lapso que significa la obtención de una concesión acuí-
cola incidiría en una somera evaluación ambiental de los proyectos, bajo el contexto 
de ser un elemento procedimental más dentro de su larga gestión de otorgamiento. 

Por otra parte, la evidente densidad de la normativa ambiental se ve dismi-
nuida por la deficiente fiscalización de esta. Dicha situación fue advertida por la 
propia Contraloría mediante una actividad de auditoría realizada entre el 1 de 
enero de 2017 y el 31 de marzo de 2019. Al respecto la entidad contralora conclu-
ye que, en el caso del Sernapesca, dicho servicio carecía de un registro unificado 
y de respaldos de las actividades de fiscalización realizadas en centros de cultivos 
de salmónidos durante el año 2019 y, en el caso de la Superintendencia del Medio 
Ambiente se constató que no atendió de manera oportuna las denuncias del Ser-
napesca,  de manera de generar las fiscalizaciones y, en su caso, los procedimien-
tos sancionatorios correspondientes a su debido tiempo20. 

19	 En general, todo centro de cultivo debe disponer de un plan de acción ante contingencias, que deberá con-
siderar a lo menos: temporales, terremotos, mortalidades masivas de salmones en cultivo, imposibilidad de 
operación de los sistemas o equipos utilizados para la extracción, desnaturalización o almacenamiento de 
la mortalidad diaria, interacción de mamíferos marinos con la infraestructura del centro de cultivo, choque 
de embarcaciones con los módulos de cultivo, pérdidas accidentales de alimento, de estructuras de cultivo 
u otros materiales, florecimientos algales nocivos, pérdida, desprendimiento o escape de recursos exóticos 
cualquiera sea su magnitud, y la pérdida, desprendimiento o escape de recursos nativos que revistan el 
carácter de masivos, y que establezca las acciones y responsabilidades operativas en caso de ocurrir circuns-
tancias susceptibles de provocar efectos ambientales negativos o adversos. Asimismo, existirá un plan de 
acción ante contingencias que comprenderá a dos o más centros de cultivo denominado plan grupal, el que 
podrá ser elaborado en consideración a las agrupaciones de concesiones existentes.

20	 Informe Final N° 335-2019 de 20 de abril de 2021 de la Contraloría General de la República.
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Por último, nos parece que la regulación sectorial requiere armonizar sus 
disposiciones de manera tal se permita realizar ordenamiento territorial que 
incorpore con mayor intensidad aspectos ambientales que hasta ahora no se 
consideran o que derechamente genera competencia por el uso de los espacios 
marítimos. En el primer caso, podemos destacar que  pese que el actual esquema 
de agrupaciones de concesiones de acuicultura, esto es, la distribución espacial de 
un conjunto de concesiones de acuicultura que se encuentran dentro de un área 
apta para el ejercicio de la acuicultura en un sector que presenta características 
de inocuidad epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que jus-
tifican su manejo sanitario coordinado por grupo de especies hidrobiológicas, y 
así declarado por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura21, ha resultado adecuado 
para la protección, control y erradicación de enfermedades de alto riesgo para 
salmónidos22, compartimos la opinión en cuanto a  que indirectamente dicha 
regulación ha favorecido la alta concentración de producción en algunas áreas23, 
con los consiguientes conflictos ambientales que ello conlleva. En el segundo caso, 
urge actualizar los criterios de compatibilidad de la actividad acuícola con otros 
usos o categorías de protección reconocidos por otras leyes y que “compiten” con 
las zonas AAA. Por ejemplo, se requiere revisar la regla de preferencia establecida 
en materia de solicitudes de espacios costeros de pueblos originarios contempla-
da en la Ley 20.249 que crea el espacio marino de pueblos originarios (Ecmpo), 
publicada con fecha 16 de febrero de 2008, y cuyo objetivo es preservar el uso 
consuetudinario de dichos espacios, a fin de mantener las tradiciones y el uso 
de los recursos naturales por parte de las comunidades indígenas vinculadas al 
borde costero. En efecto, el artículo 10 de la Ley 20.249, establece criterios de 
decisión entre solicitudes incompatibles, para el caso de que la misma área solici-
tada como espacio costero marino de pueblos originarios hubiere sido objeto de 
una solicitud de afectación para otros fines, como sería el caso de una concesión 
de acuicultura, estableciendo que respecto de ésta última se deberá suspender su 
tramitación hasta que se emita el informe del uso consuetudinario elaborado por 

21	 Artículo 2 número 52) LGPA. 

22	 Informe de uso de antimicrobianos 2022 e Informe primer semestre 2023. Disponibles en www.sernapesca.cl 

23	 Por todos Soto, Doris, Propuesta de evaluación del desempeño ambiental de la salmonicultura chilena a es-
cala de ecosistemas. Informe científico, Centro Interdisciplinario para la Investigación Acuícola (INCAR) y 
WWF Chile. Concepción octubre 2020. Disponible en: https://centroincar.cl/wp-content/uploads/2021/07

	 Propuesta-de-evaluacion-del-desempeno-ambiental-de-la-salmonicultura-Chilena-a-escala-de-ecosiste-
mas.pdf. En el mismo sentido, véase, Soto, Doris, Propuesta para establecer un sistema que regule la máxi-
ma producción posible de salmonídeos en ecosistemas marinos atendiendo a su capacidad de carga, Centro 
Interdisciplinario para la Investigación Acuícola (INCAR). Concepción, julio 2022. Disponible en: https://
centroincar.cl/wp-content/uploads/2022/07/PolicyBrieff11Incar.pdf.  
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la Corporación Nacional Indígena (Conadi) o hasta que se resuelva el recurso de 
reclamación que se hubiere interpuesto en su contra. En caso de que el informe de 
uso consuetudinario sea favorable, en cuanto a reconocer el uso ancestral invo-
cado y en todo o parte de la extensión territorial solicitada como espacio costero 
marino de pueblos originarios, el efecto suspensivo se consolida y aplica la regla 
de preferencia en el otorgamiento en favor de la solicitud24. Por otro lado, en el 
artículo 7 de la Ley 202.49 se establece que en caso de constatarse una sobreposi-
ción con concesiones de acuicultura, marítimas o áreas de manejo otorgadas que 
impidan absolutamente el otorgamiento del espacio costero marino de pueblos 
originarios, se comunicará esta circunstancia al solicitante, mediante una reso-
lución denegatoria y en caso de que la sobreposición sea parcial, la Subsecretaría 
propondrá al solicitante una modificación del espacio costero marino de pueblos 
originarios25. 

No siendo el objeto del presente trabajo, sí podemos afirmar que la regla de 
preferencia entre solicitudes establecidas con la Ley 20.249, ha provocado un con-
junto de conflictos e intereses contrapuestos, evidenciado una serie de debilidades 
institucionales destinadas a asegurar el uso adecuado del borde costero, en sus 
múltiples usos, en algunos casos exclusivos y excluyentes, y en otros, compatibles 
entre sí.

La misma competencia ocurre, como se verá, con las áreas protegidas. Lo an-
terior, especialmente por la ausencia de planes de manejo que permitan que las 
concesiones de acuicultura ubicadas dentro de los límites de un área protegida 
puedan adecuarse, en sus condiciones de funcionamiento y operación, al plan de 
manejo que se dicte26.

24	 Artículo 10 Ley 20.249.

25	 Artículo 7 Ley 20.249.

26	 Véase artículo de prensa: Latercera.com, Mayor gremio salmonero acude a la Contraloría por oficio que 
paraliza concesiones y acusa “efectos perjudiciales” y contrarios a la Constitución, 20 de noviembre de 2023. 
Disponible en: 
https://www.latercera.com/pulso-pm/noticia/mayor-gremio-salmonero-acude-a-la-contraloria-por-

oficio-que-paraliza-concesiones-y-acusa-efectos-perjudiciales-y-contrarios-a-la-constitucion/
SQCYXVQWQRD33IWHHPEEHYTFPM/ 
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3. Regulación de las actividades económicas según Ley 21.600, que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas (“Ley 21.600”):  El 
caso de la Reserva Nacional Kawésqar

3.1 Regulación de las actividades económicas según Ley 21.600, que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas (“Ley 21.600”)
Con la entrada en vigencia de la ley 21.600, que crea el Servicio de Biodiversidad 
y Áreas Protegidas (SBAP) y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas 
(SNAP), se integra el conjunto de áreas protegidas, del Estado y privadas, terrestres 
y acuáticas, marinas, continentales e insulares, bajo un mismo sistema y servicio27. 

La ley 21.600 define las áreas protegidas, como “aquel espacio geográfico es-
pecífico y delimitado, reconocido mediante decreto supremo del Ministerio del 
Medio Ambiente, con la finalidad de asegurar, en el presente y a largo plazo, la 
preservación y conservación de la biodiversidad del país, así como la protección 
del patrimonio natural, cultural y del valor paisajístico contenidos en dicho espa-
cio”. Dicha finalidad supone adoptar un conjunto de políticas, estrategias, planes, 
programas y acciones destinadas a la mantención de la estructura, composición y 
función de los ecosistemas mediante la protección, preservación, restauración, o 
uso sustentable de uno o más componentes de la diversidad biológica28.

En relación con la compatibilidad con el desarrollo de actividades económicas, 
la Ley 21.600 contempla regímenes diferenciados entre las distintas categorías de 
áreas colocadas bajo protección oficial o áreas protegidas, generándose, por tanto, 
distintos estatutos de protección de estas áreas. De esta manera todo proyecto o 
actividad que se pretenda desarrollar dentro de los límites de un área protegida 
deberá respetar la categoría y el objeto de protección del área y ser compatible con 
su plan de manejo29. Así también, la ley 21.600 dispone que toda área protegida 
deberá contar con un plan de manejo, de carácter obligatorio, el que deberá con-
siderar los objetos de protección y ser consistente con la categoría, el cual cons-
tituirá el marco regulatorio del área protegida, tanto para su adecuada gestión 
como para la definición de actividades permitidas y prohibidas en su interior. 
Adicionalmente, dichos planes de manejo podrán dividirse en varios programas 

27	 Publicada el 06 de septiembre de 2023. Con la entrada en vigencia de la ley 21.600 se derogó la Ley N° 
18.362, que creaba un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE). 

28	 Ecosistema: Complejo dinámico de comunidades vegetales, animales y de microorganismos y su medio no 
viviente que interactúan como una unidad funcional. Artículo tercero número 11) Ley 21.600. 

29	 Las distintas categorías que se contemplan a partir de la Ley 21.600 son las siguientes: a) Reserva de Región 
Virgen. b) Parque Nacional. c) Monumento Natural. d) Reserva Nacional. e) Área de Conservación de Múl-
tiples Usos, y; f) Área de Conservación de Pueblos Indígenas. 
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que traten funciones específicas, tales como conservación, uso público, uso sos-
tenible, investigación científica, monitoreo, educación, aspectos regulatorios, 
administración y coordinación30. Un reglamento expedido por el Ministerio del 
Medio Ambiente establecerá el procedimiento para la elaboración de los planes de 
manejo de áreas protegidas, así como los contenidos específicos según categoría.

En el caso de las Reserva de Región Virgen, Parque Nacional y, Monumento 
Natural, la Ley 21.600, prohíbe la explotación de recursos naturales con fines co-
merciales31. En tanto, en el caso de las Reserva Nacional, Área de Conservación 
de Múltiples Usos y Área de Conservación de Pueblos Indígenas, podrán desa-
rrollarse actividades de uso sustentable, que no pongan en riesgo los servicios 
ecosistémicos que dichas áreas proveen32.  

Cabe indicar que dichas reglas vienen a consagrar la consistente jurisprudencia 
de la Contraloría General de la República (“CGR”) en la materia, especialmente 
aquella contenida en sus dictámenes 56.465 de 2008 y Dictamen N° 38.429 de 18 
de junio de 201333. 

3.2 Regulación de la actividad acuícola en Áreas Protegidas
El artículo 158 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (LGPA), es-
tablece, en su inciso primero, que “Las zonas lacustres, fluviales y marítimas que 
formen parte del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, que-
darán excluidas de toda actividad pesquera extractiva y de acuicultura”. Agrega 
su inciso segundo que no obstante, en las zonas marítimas que formen parte de 
Reservas Nacionales y Forestales, podrán realizarse dichas actividades34.

Al respecto, cabe señalar que, previó a la dictación de la Ley 21.600, la CGR 
señaló  que: “De la interpretación armónica de los artículos 158 de la ley N° 18.892 

30	 Artículo 71, Ley 21.600. 

31	 Para los efectos de esta ley, se entenderá por explotación de recursos naturales con fines comerciales las 
actividades de extracción de recursos naturales, como asimismo actividades o infraestructura industrial. 
Artículo 63 inciso segundo Ley 21.600.

32	 Servicios ecosistémicos: contribución directa o indirecta de los ecosistemas al bienestar humano. Art. Ter-
cero número 30) Ley 21.600.

33	 La regla que se desprende de la jurisprudencia de la Contraloría es que no es posible desarrollar actividades 
de acuicultura en las porciones de agua -sean zonas lacustres, fluviales o marítimas- que formen parte del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, salvo en aquellas áreas o zonas en que su desarrollo resulte 
compatible con la categoría de protección. 

34	 De acuerdo con el artículo I de la Convención para la protección de la flora, la fauna y las bellezas escénicas 
naturales de América “Convención de Washington” de 12 de octubre de 1940, se entenderá por Reservas 
Nacionales: Las regiones establecidas para la conservación y utilización, bajo vigilancia oficial, de las rique-
zas naturales, en las cuales se dará a la flora y la fauna toda protección que sea compatible con los fines para 
los que son creadas estas reservas. 
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y 36 de la ley N° 19.300, puede advertirse que no es posible desarrollar actividades 
de acuicultura en aguas marítimas que formen parte de parques nacionales, lo que 
guarda concordancia, además, con la Convención de Washington, en virtud de la 
cual nuestro país se obligó a no explotar las riquezas existentes en esa categoría de 
protección con fines comerciales (aplica criterio de dictamen)35. Este criterio fue 
complementado mediante el dictamen N°83.278 donde la Contraloría General de 
la República señaló que: “la creación de las reservas nacionales y forestales apun-
tan a la consecución de objetivos de conservación y protección ambiental, por lo 
que el desarrollo de la actividad de acuicultura en las zonas marítimas que forman 
parte en estas áreas únicamente puede ser autorizado en la medida que tal activi-
dad resulte compatible con los fines ambientales en cuya virtud esos espacios se 
encuentran bajo protección oficial, para lo cual debe tenerse en consideración lo 
establecido en los cuerpos normativos que regulan aquellas reservas, en el acto 
administrativo que las crea y en el respectivo plan de manejo”36. 

Asimismo, cabe tener presente que la Contraloría con ocasión de las resolu-
ciones N°s. 3.000; 3.066; 3.125; y 3.126, todas de 2019, de la Subsecretaría para las 
Fuerzas Armadas, que otorgaron concesiones de acuicultura ubicadas al interior 
de la Reserva Nacional “Kawésqar”, sostuvo que las referidas concesiones deberán 
adecuarse, en sus condiciones de funcionamiento y operación, al plan de manejo 
que se dicte, el que contendrá las acciones concretas para hacer efectiva la pro-
tección y conservación del área37. Lo anterior significó que, con anterioridad a la 
dictación de la Ley 21.600 el desarrollo de la actividad de acuicultura en las zonas 
marítimas que forman parte de Reservas Nacionales solo estaba condicionado a 
que su desarrollo resulte compatible con los fines ambientales en cuya virtud esos 
espacios se encuentran bajo protección oficial. 

Ahora bien, con la dictación de la Ley 21.600 queda asentado jurídicamente que 
el objetivo de esta categoría de protección oficial es la conservación de las comu-
nidades biológicas, especies y hábitats, a través de una gestión activa para la recu-
peración, mantención y provisión de servicios ecosistémicos. Es decir, en esta área 
podrán desarrollarse actividades de uso sustentable, – utilización de componentes 

35	 Dictamen N° 38.429 de 18 de junio de 2013. 

36	 Contraloría General de la República, Dictamen N° 83.278N16, de 16 de noviembre de 2016.

37	 En este sentido, la Contraloría General de la República, mediante Dictamen N° 8913-2020 de fecha 11 de 
mayo de 2020, con ocasión de cuatro decretos de otorgamientos de concesiones de acuicultura en la Re-
serva Nacional Kawésqar, planteó un alcance al momento de la toma de razón, señalando que las referidas 
concesiones deberán adecuarse, en sus condiciones de funcionamiento y operación, al plan de manejo que 
se dicte, el que contendrá las acciones concretas para hacer efectiva la protección y conservación del área en 
www.contraloria.cl 
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de la biodiversidad de un modo y a un ritmo que no ocasione la disminución a 
largo plazo de la diversidad biológica, con lo cual se mantienen las posibilidades de 
ésta de satisfacer las necesidades y las aspiraciones de las generaciones actuales y 
futuras- siempre que no pongan en riesgo los servicios ecosistémicos que esta área 
provee. Para lo anterior, debe tenerse en consideración que para el otorgamiento 
de nuevas concesiones de acuicultura en Reservas Nacionales, se requerirá que el 
área cuente con un plan de manejo y que la respectiva actividad sea compatible con 
los objetivos de la categoría, el objeto de protección y el referido plan de manejo 
del área. Adicionalmente, su otorgamiento deberá contar con informe favorable del 
Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.38

3.3 El caso de la Reserva Nacional Kawésqar 
En el caso de la actividad de acuicultura para la producción de salmónidos, actual-
mente se han otorgado 1.354 concesiones de acuicultura de manera indefinida o a 
plazo de 25 años renovables39. De todas ellas, 385 estarían ubicadas en Reservas Nacio-
nales40, principalmente ubicadas en la Reserva “Las Guaitecas” en la región de Aysén, y 
la Reserva “Kawésqar” en la región de Magallanes y de la Antártica Chilena41. 

Cabe indicar que Reserva “Alacalufes” creada por D.S. N° 263/69 y modificado 
por D.S N° 304/69, Ministerio de Agricultura, con una superficie total aproximada 
inicial de 2.674.000 hectáreas, con el objeto de preservar y regular el aprovecha-
miento de los recursos forestales y conservar las bellezas del paisaje. Luego, el año 
1985, porciones de su superficie fueron incorporadas al Parque Nacional Bernardo 
O’Higgins, al Parque Nacional “Hernando de Magallanes” y de la Reserva Forestal 
“Isla Riesco”. Posteriormente, el Decreto N° 6/2018, del Ministerio de Bienes, publi-
cado con fecha 30 de enero de 2019, se desafectó la Reserva Forestal “Alacalufes” y 
creó el Parque Nacional “Kawésqar” en su espacio terrestre, y la Reserva Nacional 
“Kawésqar” en el espacio marítimo, respectivamente, que formaban parte de la Re-
serva “Alacalufes”42. 

38	 Al respecto, mediante Oficio 234053 de fecha 22 de septiembre de 2022, la Subsecretaría de Medio Ambien-
te, concluye, de conformidad al inciso segundo del artículo 92 de la Ley 21.600 que para el otorgamiento de 
nuevas concesiones se requerirá que el área cuente con plan de manejo. 

39	 Listado de concesiones de acuicultura de salmónidos por agrupación de concesiones en las regiones X, XI y 
XII (octubre 2023). Disponible en: www.subpesca.cl 

40	 Tv.senado.cl, Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, 04 de octubre de 2023. Disponible en: 
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/intereses-maritimos/comision-de-intereses-mariti-
mos-pesca-y-acuicultura/2023-10-03/161131.html. 

41	 Tanto la Reserva Nacional “Las Guaitecas” como la Reserva Nacional “Kawésqar” no cuentan con plan de 
manejo a la fecha. 

42	 Los orígenes del referido decreto están en el proyecto de creación, ampliación y recategorización de ocho 
parques nacionales pertenecientes a la Red de Parques Nacionales de la Patagonia Chilena.
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En virtud del Acuerdo Nº 17 adoptado en Sesión Extraordinaria de fecha 10 
de abril de 2017, el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad43, se acordó el 
inició de recategorización y ampliación de la Reserva “Alacalufes” donde hubo 
una especial preocupación técnica, política y jurídica, para que en dicho proceso 
de recategorización no quedase comprendida como parte del Parque Nacional 
“Kawésqar”, la porción marina, a tal punto que el acuerdo alcanzado por el Con-
sejo de Ministros para la Sustentabilidad, consistió en que “la aprobación de la 
recategorización y ampliación de la reserva alacalufe quedará sujeta a la condición 
de que se desarrollara una consulta indígena y se delimitaran de manera exhausti-
va los límites terrestres, excluyendo de manera explícita las áreas marinas”44. 

Sin embargo, el proceso de recategorización de la Reserva “Alacalufes” a Parque 
Nacional, dado que el plano que le singularizó incluía espacios marítimos dentro 
de su perímetro, circunstancia que se consolidó jurídicamente con la entrada en 
vigencia de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, que en 
su artículo 36º señala que formarán parte de las áreas protegidas, las porciones 
de mar, terrenos de playa, playas de mar, lagos, lagunas, glaciares, embalses, cur-
sos de agua, pantanos y otros humedales, situados dentro de su perímetro, de no 
mediar la exclusión de las áreas marinas, indefectiblemente hubiese significado 
la total y absoluta prohibición para desarrollar actividades económicas dentro de 
su perímetro, entre ellas, las actividades de pesca y acuicultura, y por otro lado, la 
desafectación de los espacios marítimos, conllevaba una transgresión al principio 
de no regresión que consiste en la obligación que tiene el Estado de evitar que 
una vez que se ha avanzado en la declaración de una zona como área protegida, 
no puede retroceder y desprotegerlo, que era precisamente lo que ocurriría si se 
optaba por circunscribir la recategorización únicamente a espacios terrestres, 
dejando desafectados de protección los espacios marítimos que comprendía la 
Reserva “Alacalufes”45.

No es difícil advertir el efecto e impacto evidente que tenía una recategoriza-
ción de la Reserva “Alacalufes”, como Parque Nacional sin excluir sus aguas mari-
nas. El interés político ambiental de conservación y preservación de la biodiver-
sidad, en el marco de la creación de la Red de Parques Nacionales de la Patagonia 
Chilena, conllevaba una colisión directa con los intereses de fomento económico 

43	 Acta de Sesión Extraordinaria Consejo de Ministros para la Sustentabilidad de fecha 10 de abril de 2017.  

44	 Acta de la Sesión Extraordinaria N°2/2017, de 10 de abril de 2017, del Consejo de Ministros para la Susten-
tabilidad. Disponible en www.mma.gob.cl 

45	 Principio de no regresión ha sido recogido en los dictámenes Nº 17352/2018 y 10283/2020 de la Contraloría 
General de la República. 
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de haberse efectuado, de manera pura y simple, la recategorización de la Reserva 
“Alacalufes” como Parque Nacional, en lo que atañe a sus aguas marítimas y la 
expresa incompatibilidad que provocaba su recategorización para el desarrollo 
de actividades económicas, como la pesca, acuicultura y turismo, ya que según 
consta en el referido decreto, el plano que singularizó la Reserva “Alacalufes”, con-
sideró espacios marítimos dentro de su perímetro de conformidad al ya referido 
artículo 36 de la Ley 19.300.

En este contexto, la solución técnico-jurídica se tradujo en que el Parque Na-
cional “Kawésqar”, considerara solamente las superficies terrestres de la Reserva 
“Alacalufes” y en el caso de las aguas marinas, fuera recategorizada como Reserva 
Nacional, de manera que permitiese, según señala expresamente el propio decreto 
de recategorización, un sistema de protección eficiente y compatible, y en segun-
do orden, que permitiera dar cumplimiento a las demandas fundamentales del 
pueblo Kawésqar, expresadas en el proceso de consulta indígena que se dispuso 
en el marco del proceso de recategorización de la Reserva “Alacalufes”, esto es, 
la protección de sus aguas, la compatibilidad de ejercer actividades productivas 
en dicho espacio marítimo, y, el reconocimiento al pueblo Kawésqar, a través 
del cambio de nombre de las nuevas áreas protegidas, esto es, Parque Nacional 
Kawésqar en el caso de las superficies terrestres y Reserva Nacional “Kawésqar” 
en el caso de las aguas marinas. 

De esta forma, la Reserva Nacional “Kawésqar” quedó conformada por el es-
pacio marítimo que formaba parte del perímetro de la antigua Reserva “Alacalufe”, 
individualizada en el Plano del Ministerio de Bienes Nacionales N°12401-1719-
C.R., con una superficie aproximada de 2.628.429,2 hectáreas.  Se excluye de ella 
las islas, islotes, roqueríos y toda porción de tierra que se encuentre dentro de la 
poligonal que describe los límites de la misma, excluyéndose además la superficie 
del Área Marina Costera Protegida Francisco Coloane46.

Como se indicó, con la entrada en vigencia de la Ley 21.600, su otorgamiento 
quedará subordinado hasta la fecha que se dicten los respectivos planes de manejo, 
con el objeto de que las nuevas concesiones, renovaciones y relocalizaciones que 
se puedan otorgar, sea bajo criterios de compatibilidad con los objetivos de la ca-
tegoría de Reserva Nacional señalado en la ley 21.600, con el objeto de protección 
y con sus respectivos planes de manejo, para lo cual el Servicio de Biodiversidad y 
Áreas Protegidas deberá emitir un informe según lo establecido en la Ley 21.600. 

46	 D.S. N° 6 del Ministerio de Bienes Nacionales de fecha 28 de enero de 2018 que Desafecta la Reserva Fo-
restal “Alacalufes” y crea el Parque Nacional “Kawésqar” y la Reserva Nacional “Kawésqar” en la Región de 
Magallanes y de la Antártica Chilena. 
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En consecuencia, el desarrollo de acuicultura en los sectores marítimos de una 
Reserva Nacional, como ocurre con la Reserva Nacional “Las Guaitecas” y la Re-
serva Nacional “Kawésqar”, respectivamente, cumpliendo con las autorizaciones 
que la ley prescribe, tanto ambientales como sectoriales que fueren aplicables, a 
partir de la entrada en vigencia de la ley 21.600, se debe incorporar el criterio 
de compatibilidad de la actividad con la categoría, los objetivos de protección y 
la susceptibilidad de afectación de estas áreas, y su plan de manejo, tanto en la 
aprobación de los nuevos proyectos, como en las en las condiciones de funcio-
namiento y operación de las concesiones de acuicultura existentes, de manera 
indefinida o a plazo de 25 años, renovables. 

4. Consideraciones finales

El diagnóstico general que se advierte respecto al desarrollo de la actividad acuí-
cola en áreas protegidas, es una falta de consistencia regulatoria en materia de 
protección ambiental, cuestión que ha impedido regular y armonizar los distintos 
usos -exclusivos o coexistentes- al interior de estas áreas, reflejado, y a modo de 
ejemplo, en la creación de áreas protegidas en las que existe desarrollo de activi-
dades de acuicultura, sin embargo, se omite dotar dichas áreas de los respectivos 
planes de manejo que permita adecuar las condiciones de operación y funciona-
miento de las distintas actividades desarrolladas al interior de ellas con la protec-
ción que se aspira al categorizarles como tal, o por otro lado, la uniformidad, hasta 
ahora, en la evaluación ambiental de proyectos de acuicultura, sea que se ubiquen 
dentro o fuera de áreas protegidas. 

Así, entonces, la pretendida compatibilidad del desarrollo de actividades de 
acuicultura, al interior de R.R.N.N., requiere una política estratégica y de largo 
plazo, que considere los incentivos e instrumentos correctos para el desarrollo de 
las actividades de acuicultura dentro de áreas protegidas, fortaleciendo los siste-
mas de gobernanza de estas áreas, bajo principios de coordinación, cooperación 
y colaboración efectiva. 

En definitiva, la presión y competencia en torno a estos espacios y ecosiste-
mas requiere un adecuado diagnóstico y decisión que permita fijar las reglas y 
condiciones para un uso compatible con protección cierta y equilibrio ecológico, 
que resuelva las debilidades institucionales ante la debida, necesaria y adecuada 
protección de estos espacios y ecosistemas marinos, asegurando su preservación, 
conservación y restauración ecológica y, alcanzar, efectivamente, el equilibrio en-
tre desarrollo económico y protección del medio ambiente. 


